
cesario anular las actuaciones o resoluciones viciadas bien po
d f h " ,rque el

e ect~ aya producido Indefensión, o porque sea indispensable decret
la nulidad para que el juicio siga su curso normal l'" nulidnd ar

di d' , , ," es Unreme 10 e ca,racter extraordinario y debe reservarse para aquellos ca
en que sea eVidente la indefensión o en que no haya otro camino queSO~
declararl~ para restituir la validez de la relación procesal, que sin ést~
no p~dna el Juzgador pronunciarse válidamente sobre las C\Jestion
debatidas", es

PO,r el contrario, típico ejemplo del olvido de esos principio
lo constItuye la resolución que bajo el número 608 dictó la S 1s
Segund~ ?ivil de la misma Corte, a las 15 horas y 30 minutos ~e~
19 .de julio de 1966, en que anuló, retornando al principio de la
nulIda? por l~ nulidad misma, todo lo actuado en un juicio sucesorio
ya casi terrmnado al cabo de tres años de tramitación al advert'

h bí .. , d ' Ir
q~e se a la micra o con una certificación del testamento y no me-
diants el aporte de un testimonio de escritura, pública.

Si~ ,duda alguna la celeridad en los trámitees del proceso y la
conseCUSlOn de una justicia rápida, inspiró las reformas del año
1937., La lentitud en la administración de la justicia, de la cual
constItuye un factor muy importante la nulidad de los actos proce-
sale~, se traduce nec~sariamente en una pérdida económica que
graVI~a en ~~or medida sobre las partes litigantes, y es menester
r~uclf al mm~mo el monto de esas pérdidas, porque en el procedí-
miento como dice Couture, el tiempo es algo más que oro: es justicia.

PREMISAS PARA UNA l.EORÍA DE LA

POTESTAD DE IMPOSICIÓN

Prof, GIAN ANTONIO MICHELI
Ordinario de Derecho Tributario
de la Universidad de Roma,
Traduce: Walter Antillón,

1. Me es muy grato dedicar estas primeras consideraciones
bre un concepto extremadamente importante pa.ra el estudio del

~recho tributario -y en general, del Derecho Público--: el con-
cepto de "potestad de imposición", a un insi,gne estudioso y.magis-
trado de América Latina, el Profesor don Víctor Manuel Elizondo.

En efecto, la mayor confusión termínológica reina en mérito
a la definición de potestad de imposición, es decir, de la potestad
administrativa a través de cuyo ejercicio el ente público pretende
concretamente la prestación tributa.ria de parte del sujeto pasivo.
Este aspecto final del concretarse de la norma. jurídica tributaria se
presenta frecuentemente confundido --o en todo caso no bien des-
tacado- con la potestad del Estado (y de los entes públicos me-
nores) de postular la norma general y abstracta que prevé la im-
posiciÓ'D,si y cuando se verifica el presupuesto de dicha norma en
relación con un determinado sujeto (pasivo). En 'realidad se trata
de dos diversos momentos de la actividad del ente público que es
menester distinguir incluso terminológicamente'!". Por esa razón
tampoco me parece muy perspicuo indicar, con ALESSI(2'), la po-
testad normativa. sea la de establecer normas jurídicas primarias
(POr ley o por otros actos con valor de ley: decretos-ley, decretos
~egislativos~, o normas subprimarias (como las emi~idas~;, los e~tes
OCales), o Incluso secundarias, como "potestad tributaría conside-
rada desde el punto de vista abstracto, contraponiéndola a una

(1) B"".
cr~IRI: Corso istituzionale di diritto tributario: pág. 2 Y ss.; Y antes sus Principii di
"'!lo tributario, Vol. 1, p, 114 Y ss.

(2) .\Us
cip" S~.STAMMANTI: Istituzioni di diritto tributario; p. 29; ver también CaCIVERA: Prin-

u dI diritto tributario; p. 114 Y ss,



"consideración desde un punto de vista concreto" de la misma Po.
testad tributaría.

Se trata, en realidad, de dos fenómenos asaz diversos entre sí,
aún si único puede ser el sujeto que despliega tales potestades. El
poder de emanar normas tributarias constituye una manifestación
del Poder Legislativo, expresión de la Soberanía. El mismo perte.
nece ante todo al Estado, al cual la Constitución confiere la función
legislativa primaria (art. 23). Pero tal función normativa viene
reconocida además a las Regiones y a otros entes locales territo,
riales. En estos casos, sin embargo, la potestad tributaria normativa
encuentra una serie de límites (en primer lugar, en la ley estatal
misma). Lo que induce a colocar el poder tributario de tales entes
en un escalón inferior al reconocido al poder tributario del Estado.
Con esto no creo deber considerar el poder tributario de tales
entes como "derivado", en sentido técnico, del de El Estado, y de-
legado por éste a aquellos entes. Trátase siempre de un poder
originario primario, pero subordinado al poder tributario estatal y
dotado de diversa intensidad según sean los sujetos a los que la ley
lo otorga.

Por lo demás, también el poder tr'ibutario estatal tiene límites,
puestos hoy por la Constitución, con la consiguiente posibilidad de
un control de legitimidad constitucional de las normas tributarias
legislativas O') •

El poder tributario viene entonces cualificado como una po-
testad, o como un aspecto de la potestad normativa, en cuanto re-
presenta el aspecto subjetivo, es decir, referido al sujeto que actúa
para ejercitar una función fundamental del ente público y, señala-
damente, del Estado, la cual debe ser ejercitada en el interés públi-
co general. El poder de producir normas jurídicas puede además ser
calificado también en relación con el objeto de dichas normas, y
así se habla de "poder financiero" para abarcar la actividad norma-
tiva y la actividad de aplicación de las normas mediante las cuales
el ente público se procura los medios para hacer frente a los gastos
necesarios al desenvolvimiento de sus actividades. Pero también
este concepto es precursor de poca claridad no solo si se tiende a
involucrar en él tanto la actividad normativa como la de aplicación
de la norma primaria, sino además por el hecho de considerar en '

(3) Confrontar mis "Profili eritici in terna di pot.stá di imposizioo ••.•• n los "Studi in onore
di Gae tano Zingali; Vol. 111. p 44l y ss.

rmas primarias, sea cual fuere su contenido. Ya en
1...1(JC1Uelas índi é y no me repetiré aquív'", que es poco oportuno~ r In 1QU, idó ob
otrO lug

a
'deración analítica de los instrumentos 1 oneos.a -

_,.-rar la consd
1

favor del ente público, mediante una considera-"""""-la: entra as a . 'h cer
~.••ner S 1 ti 'dad financiera del ente mismo, sm a•.•••• b I de a ac 1VI fi
l'ón glo a " rídicos utilizados para aquel m.e . tre los mecamsmos JU .'

distinCIón enrs ctiva puede ser útil y hasta necesana en una pn-
Esa vasta ~ ~, panorámica de los fenómenos, a la cual, empero,roxIIDaClOn ,
JI18raap . indagación analítica de los mismos.ebe seguIr una . ,
d esas razones refiero la potestad (normativa p~an~) de

por . ídicas tributarias sólo a aquellas hipótesis entul normas jurr 1 , '1'
pos ar te úblico emite normas abstractas para crear y d1S~lPl?ar
que el en .P tributarías que el sujeto pasivo debe cumplir SI selas restaclOnes . di h

P ta to se verifique la situación-base prevista en IC aserifica y en n, " testadv , Defino convencionalmente tal potestad como po .
n~rmastaria"distinguiéndola aún de nombre de la potestad d~ ~pli-
tri~U , ta de la norma en el caso singular. Esta actividadcacién concre . , . ece
dministrativa de aplicación de la norma tn~utarla .es SIempre n -

a . . luso en aquellos casos en que el sujeto paSIVOsea predeter-sanamc , . 1 la
. do concretamente por la norma de ley. ASI por eJ~mp o

~.N.I." y la 'U.N.I.R.E." son los sujetos pasivos d~l ,Impuesto
sobre juegos de habilidad y sobre los concursos de pronos,tIcos (~y
N9 496 de 14 de abril de 1948) y el "E.N.E.L<' es el sujeto paslv.o
del impuesto sustitutivo sobre la energía eléctrica (u:y ~e 6 ~e dl¡
ciembre de 1962; Decreto del Presidente de la República N 74
de 17 de setiembre de 1964). Con el ejercicio de la potestad norma-
tiva tributaria no surge a favor del ente público ningún derecho ~e
crédito a cargo de los sujetos pasivos: precisa para ello que se ven-
ti . . , ta 1 arma tributaria. Yenton-quen las cucunstancías previs s en a n

de i , " " amo concretocee entra en consideración la "potestad e rmposicion c. . .
poder-deber del ente de realizar determinados actos dirigidos a la
verificación de la pretensión concreta del ente mismo a la ~resta-
ci6n tributaria, y que puede pertenecer incluso a entes .dlvers.os
de aquéllos a los que compete la potestad (normativa) tn~u~la.
T - te . t di edentes'>" VIene441 l'lJúnología que he empleado en es u os prec .
as{ rectificada en la forma aquí propuesta para esculpir, con mayor

(4) V . . .•. I"E iclopedia del Oiritto"; n. 3.er 1111 "voz" "Diritto tributario e Diritto finanziario • en a nc

U) V .. .,. •• los "Problerni attuali di.er, 'demás la "voz" citada y el ensayo "Profili entlel... , "b' "
cliritto trib . IR' t "Diritto e prattica tri utana •utario nei rapporti internazionali •.•• n a evis a "b'
196,. P. 216. en los cuales se hace referencia sólo a la potestad normativa tn utan a.



claridad según creo, la esencia de los fenómenos descritos con lqa
locuciones ahora consideradas,

2, No basta entonces el ejercicio del poder tributario de
parte del Estado (y, en los límites previstos por la ley del Estado
de parte de los entes públicos menores) para que la prestació~
tributaria sea debida o, como se suele decir, para que el tríbutotsi
sea concretamente impuesto al contribuyente singular, Para llegar
a ésto precisa una actividad intermedia de la administración pú,
blica, la cual actividad, por otra parte, se presenta diferenciada y
se plasma en los más variados módulos y con actos de diferente
contenido, El esquema clásico del acto de "acertamiento" como
momento decisorio para el surgimiento o para la liquidación de la
obligación tributaria está hoy superado por la presencia de otras
secuencias de actos en los cuales el momento del acto administra.
tivo se proyecta en modos distintos del tradicional de "acertamís-,
to". Se puede entonces dudar de que la potestad de imposición no
constituya el "prius" en el desenvolvimiento de la prestación tri.
butaria, desde el punto de vista de la obligación de pagar el tributo,
Lo cierto es que el momento administrativo puede presentarse bajo
diferentes aspectos en el procedimiento de aplicación de la norma
tributaria, No solo, entonces, como acto, por decido así, "preven-
tivo" de imposición, es decir, de aplicación de la norma a la especie
fáctica concreta, y por ende ligado por un vínculo genético ex-
clusivo al surgir de la obligación de pagar el tributo, sino que tam-
bién referido al control del cumplimiento de un deber del sujeto
pasivo no necesariamente correlacionado con el ejercicio de un
poder o de un derecho de crédito de parte del ente público,

El examen analítico de las distintas series procedimentales
conducirá a interesantes resultados, porque mostrará la diversa
incidencia del ejercicio de la potestad de imposición en la forma-
ción de las distintas situaciones pasivas tributarías. Generalmente,
en efecto, la relación jurídica de impuesto viene considerada como
momento final y típico, en su correlación de derecho de crédito y
obligación, Pero aún así debe distinguirse entre el nacimiento de
la obligación y su completa actualidad, aún coactiva, de la preso
tacíón debida, de donde derivan las infinitas y aún no acalladas
diatribas sobre la naturaleza del llamado "acertamiento", sobre la
necesidad o no de deber atribuir el surgimiento de la obligación a

(6) Ver la noción ofrecida por mí en "Profili ... " citado, p. 456.

ió de un determinado 'resultado, o al cumplimiento de
'liesCl n ti dla "etl " t' de imposición (7') , Por otra parte se ien e ad [nistra lVOS , , , l'

actoS a ID: 1 ajercicio de la potestad impositiva, en el cump 1-
, 'duahzar e , " d 1" " d 1 "q antum"indiVl t de fijación y liquidación e an y e u

to del ac o " d t ' ,JJÚen , , limitándose así a un esquema típico e ac uacion
de la pres:c::n~retensión tributaria, como, por ejemplo, el de !os
concreta ed, tos Pero aún en relación a éstos se ha reconocido

tos irec ' doui 1 diInpueB 1 peso particular que a su respecto a quiere a e-
actua~en:l :ujeto pasivo, en tal forma que toda la, est~ctur~ d~l
c}ar9.CIÓn, d ' de la secuencia de actos y situaciones jun--_.....:I ••.•.•íento es ecir, ,
p~ d ~ an del cumplimiento de dichos actos y que VIenen, que env "f'
dicas 'da cada caso por la ley, adquiere una especi icadeter'Jll1l18 s en
autonbmía, , , "

La contraposición entre tributos con y tributos s~n lmposlcl,on
'( se verá) un valor eminentemente relativo y descrip-adquIere como "ema-

, a la individualización de un acto imperativo a cuya
b"~ t:restá subordinada la producción de determinado~ ef~ctos,
nací ed negarse que la potestad administrativa se ejercite en
:ro n;::ucas:s aun cuando no se dé el cumplimiento previo de
un :Scto "de i~posición", Sobre esto es bueno entenderse clara~
mente El ente público está provisto de adecuados poderes de contro
aún ~cesivo a la entrega; de la parte del contribuyente, de una su~a
de dinero a título de pago' del tributo; tal control puede asumir
diversas formas y se despliega siempre en el cumplim~ento de, ~ctos
que asumen el contenido de órdenes, aun cuando miren a fl]a~ y
liquidar el tributo luego de constatar la existencia ~ ,la m~d~
del presupuesto, En otros términos, el contenido c~gnlbvo y liqui-
datorio del actow no es de ningún modo incompatible con el C?~-
tenido imperativo del acto mismo, revelándose así como la expresión
del ejercicio de la potestad de imposición,

No puede decirse que las distintas teorías del "acertamiento",
Polarizando la atención de los estudiosos sobre la naturaleza del
mismo, hayan prestado atención a la potestad de imposición, en-

(7) L I bli ción y el momento de su...:erca de la distinción entre el momento en que surge a conga 1 .., di di
exilibTd . dAD GIANNINI' "IStJtuZlOnJ 1 irrttolIad, véase el siempre clásico libro e .. . did I
tributario", IX Edición, p. 185; para una descripción de los fenómenos alu 1 os en e
texto, ~, S. GIANNINI: "Le obbligazioni pubbliche, n. 27-28.

(8) ~ el cual véase CAPACCIOLI: "L'accertamento tributario" en la Rivista di diritto
flllanziario e scienza delIe finanze, 1966, Vol. 1, p. 30 Y ss; ver también ALESSI-STAMMATI:
01>, cit., p, 84.



tendida como poder-deber concreto del ente impositor (indicado
por la ley). Así, no se ha advertido que frecuentemente el fenó,
meno del "acertamiento" se produce sin que el ente público esté
obligado al ejercicio de la potestad que debe y puede, en cambio,
ejercitar en un segundo momento, especialmente para el control del
acatamiento, de parte de los sujetos pasivos, de los deberes a ellos
impuestos directamente por la ley; control que puede desplegarse
en varias formas y con vista de la modificación del "an" y del
"quantum" declarado y pagado por el contribuyente, o también
con vista de la aplicación de las sanciones de variada especie con-
siguientes a la constatación del incumplimiento de determinados
deberes, es decir, a la constatación del ilícito.

3. Así como ha sido delineada en los números precedentes,
la potestad de imposición se presenta, por regla general, disciplina-
da en todos sus aspectos por la ley que confiere los relativos poderes
a los órganos que la ejercitan, sin que tales órganos tengan ningún
margen de valoración discrecional acerca de la elección del mejor
modo de realizar el interés público. Esto se comprende no tanto en
relación a lo que dispone el Art. 23 Const., cuanto más bien con
referencia al carácter instrumental de las normas que disciplinan
la potestad de imposición, o mejor, a su carácter formal o procedi-
mental, en cuanto tienden a disciplinar los actos y las situaciones
subjetivas a que da lugar la aplicación' concreta de la ley de im-
puestos. Cuya finalidad es esencialmente la de procurar ingresos
a través de la "imposición" de una prestación (contributiva) pe-
cuniaria a cargo de determinados sujetos pasivos. Además el in-
terés público tutelado, que es el de la oportuna disponibilidad de
los medios monetarios para hacer frente a los gastos, no consiente
ninguna rémora en la realización de los medios idóneos para que
el ente público se procure la entrada, la cual debe ser obtenida
con los medios típicos: con los instrumentos indicados por la misma
ley y solo con ellos. Por eso el interés público no consiente ninguna
oportunidad de conferir al ente la elección de los instrumentos para
la imposición. O mejor dicho, como se verá dentro de poco, lo
consiente en una medida exigua y en casos que atañen a la 'rea-
lización forzada del crédito de ,la administración financiera, cuando
ya ha sido determinado. Por otra parte no basta, como he dicho, '
la remisión al artículo 23 cit. para justificar el carácter estricta-
mente vinculado de la actividad impositiva, texto el cual sólo podría
justificar la rigidez de la norma tributaria en lo que hace a la

Pasivos Y de los presupuestos objetivos del
. de los sujetos

fijaCIón
tribUto. encia no puede estimarse que en el Art. 8 del

En cons~u impuestos directos de 1958 se esté ante una es-
"'esto único so re id a la administración financiera, ya que
.1 ecional reconOCI a f . de Ios
fera discr otorga carácter de punto de 're arencia e .
en dicha norman:. misma a bienes o a co~plejos de bien~s qu~ Sl~
efectos de la ~o , el derecho común la personalIdad juri-
, no tienen, segun 't tad de im-
eIIlbargo . ulación entre el ejericicio de la po es .
dica<9'l.y tal VIDC bilidad (es decir y la sujetabilidad del bien o

'ó y la responsa 11 , té . sub
posicI n edidas ejecutivas) viene expresada en ermIDOS .,-
bienes a las mI' que adquiere para los fines de la agresiónla re evancia , li ., d
jetivos, por. d arte del ente impositor para la rea ízaoion e
del bien mIsmo e.~ 1 ieto y el bien. Resulta entonces

-<.:I·to la relaclOn entre e sUJ it
su C~I ~ . ti de acuerdo con el Art. 8 CI ., una
que el SUjeto actIv?, nO

d
rne,. modo de realizar el interés a la

facultad de valoraclOn e meJor. determinado
. del tributo, eligiendo el sujeto. Este. es . .

percepcIón tributaria de un modo con frecuen~la. dIverso, o ID-

~:s¿a ;oe~:nte~:~~ i~~!~~!Oi:l:p~e:e:t~m::~ :~~:e~ :: :~~:~:

:s: ;:~!~::~ión de una pluralidad de sujetos pasivos coobhgados

al pago del tributo.
En otro lugar indagaremos este aspecto del .fen~m~no, ~ro

la existencia de una pluralidad de deudores ,"sohdano.s ex~ ;ca)
. . , (pero no mas que la ImpreslOn

el que se pueda tener l~ Imp~eslOn. a facultad discrecional de
de que a veces el ente ImposItor tiene un
elección del deudor de impuestos.

r ta bién las indagaciones deEn efecto me parece que, segun m .' lid d, ., hi , te' de díscrecíone 1 aotros al respecto (10'), se puede admItIr ipo SIS

. el texto véase LAVAGNA: "Teoria dei
(9) Para una revisión de los problemas aludIdos en d f 1961, 1, 3 s; GIARDINA:

soggetti e diritto tributario" en la Riv. dir. fin. s~". ' ID.. onificati" ibid, 1962, 1,
"l ib tari d gli enti collettivi non pers ,

a capacitá giuridica tn u arra , • el... 96 d nde se encuentran ulteriores re-
269; ANTONIN1: "La soggettlVlta tnbutana , 1 ~, o
(erencia. . .

(. , ' 1 della pubblica arnrnlDlStra-
10) V~se últimamente POMIN1: "Note sull'a~tivitá dlSc~ezlona/ 1 17~ donde se encuentran

lIone in materia tributaría" en la Rivista últimamente CIt., :9 2 'd'" les desde diversos
ult " , ' . de las teorras tra IClOna. "

tnore$ citas. Para interesantes reVISIOnes . . l'dad adminlstrahva,
\>Un '6 itari de la dlScreclOna I

tos de vista, y para una construcCl n Un! ana ." n 17 Y ss.: A. P1RAS:
~ORTATI: "Discrezionalité ", en el "Novissimo DIgesto lt~~a~~, '\0 en donde la doc-

DIScre2ionalitá amministrativa'", en la "EnCIclopedia del Ir., n. 'alidez actual. Ver
triQ ti hist6nca Y en su v

a. es examinada críticamente en su perspec iva CCARDO' "La discrezionalitá in
talQb'én BERLIR1: "Principii ... " cit., III, p. 792; Ll . " . ss
cl."tto tributario", ahora en sus "Scritti di diritto tnbutano , p. 207 Y .



en el ejercicio de la potestad tributaria en relación con las modali.
dades para el cumplimiento del tributo. Entre otros recuerdo los
siguientes casos: a) el poder de elección del codeudor de impuestos
que corresponde al ente impositor (o al "exactor", en su nombre);
b) el poder de modificar, en todo o en parte, la disciplina qUe
emana de la ley, mediante la concesión, por ejemplo, de dilatorias
para el pago del tributo (artículo 65, tercer apartado, del Real De.
creto N9 3270 de 30 de diciembre de 1923, ley de impuestos SU.
cesorios) o bien diversas modalidades de "acertamiento" (artículo
10 del Texto Unico citado, relativo a modificaciones del domicilio
fiscal) o de pago (artículo 22 del Decreto N9 492 de 25 de junio de
1955 sobre impuesto de timbre; artículo 8, penúltimo apartado,
del Decreto Ley NQ 26 de 9 de enero de 1940; Decreto NQ 435 de
3 de junio de 1943, sobre impuesto a las ventas; artículo 75, primer
apartado, del Reglamento NQ 10 del 26 de enero de 1940, y artículo
6 del Decreto NQ 799 de 3 de mayo de 1948) o todavía exigiendo
ulteriores garantías además de las requeridas por la ley (artículo
262, segundo apartado, del Texto Único sobre impuestos directos;
artículo 10 del Reglamento N9 316 de 22 de mayo de 1910 sobre
tasas sobre los negocios; artículo 1de la ley sobre tasas e impuestos
indirectos sobre los negocios, NQ 32 de 9 de mayo de 1961; véase
también artículo 14 in fine del Decreto Ley NQ 1639 de 7 de agosto
de 1963), o concediendo el pago en abonos o, en fin, en casos ex-
cepcionalísimos, admitiendo la renuncia de créditos inexigibles
(artículo 12 del Real Decreto de 22 de mayo de 1910 ya citado);
o por último e) el poder de inscribir en el "rol" a título provisional
el crédito de impuestos, aún en contra de lo que dispone el artículo
175 (véase el artículo 182 del Texto Unico citado) cuando exista
peligro fundado de pérdida del referido crédito.

4. En cambio no conciernen propiamente a la discreciona-
lidad administrativa los poderes instructorios conferidos al ente
impositor para la reconstrucción de los hechos que integran el pre-
supuesto del tributo. Se trata aquí de otro aspecto de las libertades
en la acción administrativa: de la necesidad de que en la aplicación
de la norma al hecho el agente pueda "libremente" desarrollar su
propia actividad intelectiva, de cognición de los hechos relevantes
para la decisión administrativa, en cualquier forma y momento en
que ésta se presente. Lo que no excluye que también esa actividad,
lIamémos1a instructoria, se encuentra ligada a la observancia de

d 1 lózica de la aritmética y, en fin, a reglas de expe-las e a b" , •

}sS reg 1 varios campos de la técnica,
. ~ ~ '11 drieJl

CUl
, en otro sentido se puede hablar de la así ~ma a

Todavl~ técnica" con respecto a un momento ulterior de
,,~ionahda~ ativa de la norma tributaria y, por lo tanto, ~el
la actividad aplic testad de imposición. Se trata de los necesarios
ejercicio de lal P~ción que la ley confiere a los órganos del e~~
poderes de va or de los hechos reconstruidos a través de la activi-
iJnpositor acer~a ue constituyen las "especies fácticas" del pre-
.Jftdinstructon~,. y q E tal momento el sujeto activo debe valorarUP • osítívo n . .
supuesto:;np lifica~) los hechos, con base en reglas de experiencia,
(y por en. e ~. ue vinculan al agente, aun cuando no se t~ans-
aún extraJurldlca, q) rmas jurídicas propiamente dicho.' algunos en no di
fonnen (segun ed hablarse de un ámbito de libertad, o de is-
En estos. casos pu ed .. tración pero es bueno advertir que .en
crecionahdad de la a ml'nl~ ne la ' osibilidad de elección del mejor
dichos casos el agente no iliz . , .del interés público tutelado por
medio para obtener la rea .IZacIO~. a misma libertad de todo
la ley: al formular valoracIO~~s el tiene 1 nfiere al adminis-

racional. Al fijar la norma que co .
ser pensante y 1 1 h chos(ll'j el Legislador pretende que
trador el POder de va orar os e .' d .r basando
I te desarrolle su función racionalmente, es ecl,. .

e agen ., el patrimoníosus actos en aquellas reglas de experiencia que son
común de todo hombre.

. t t varios casos de discre-Las diferencias que existen en re es .os I é bito de control
cionalidad se revelan más claras al exammar e am id por la

ta d libertad reconoci adel juez. En efecto, cuando se tra el.. d b dar él la
norma, de modo que el agente puede, o mejor: e e, . , del

. t de la consecucionregla válida para el caso concreto con VISa . de Ios
fin 1 . , otros mtereses epúblico a veces puesto en re aCIOn con , )

, b ete . vease supra ,PIlrticulares (como en el caso del pago en a onos, ., t
el . . . te o no el presupues o)Uezsólo tiene el poder de constatar SI exis . . e
;_.lI! • •• d 1 testad impositiva. omoUOIIUcadopor la ley para el eJerCICIO e a po 1 ltoha ., t en genera un ase observado, la norma tributaría presen a, . . '..
P'ado de nITidez de modo que la potestad impositiva se eJerclta

tb" , '. ifi d s pues oa través del C li t de actos altamente tipiíica o ,
ump irmen o . tá iempre

que el interés público tutelado por la norma misma es a s 'b to
eka •••.__ . . t percepción del tri u ,--mente defInIdo: la pronta y opor una

(11)
Pi¡a do . ( . "valor venal en el comercio").Q eventualmente los criterios para la valoración p.e.j .
arto l' r.d. de 7 de agosto 1936, n, 1639.



cuando se ~en los pres.upuestos para que surja el deber. Un control
de los motivos no reviste, en esta materia, mucha importancia.

En cambio cuando la "discrecionalidad" concierne a la libe
~d de actuar del sujeto activo en la identificación y reconstru~:
ción de los hechos que concurren a formar los datos constitutivo
~e .la especie fáctica tributaria en sus elementos subjetivos y ob~
jetivos, entonces sí incide en la aplicación de la norma pero n
completándola, en cuanto dejada "en blanco". Y el j~ez podr~
contro~ar. esta ~bra ~e. reconstrucción de los hechos realizada en el
prOCedImIento ImpOSItIVO,lo que hará a través del control de la
prueb~~ evacuadas y de la lógica de la decisión de la administración~
TambIe.n en el otro momento, arriba indicado, en que el administra.
dor aplica las reglas de la técnica para valorar los hechos y de ahí
obtener las consecuencias acerca de la aplicación de la norma en
el caso c.oncreto, la ley reconoce dentro de límites modestos (y tal
v~z no SIempre conformes con la Constitución) el control jurisdie,
cIOnal.en .~l "mé.ri~o."de la valoración de tales hechos, es decir, en
la ap~cacIOn de JUICIOSvalorativos con base en reglas de experiencia
obtenidas de las más diversas ramas de la técnica y de la lógica.

Po~ lo ta.nto, cuando se habla de carácter vinculado de la po-
testad tributaría como un elemento saliente y característico se alude
espec~almente a l~s hipótesis del primer tipo. En las cuales 'no puede
exc~UIrse que existan casos de discrecionalidad, pero todos estos
atanen, más que a la conformación de la especie fáctica productiva
de efectos tributarios, y en especial a los relativos al nacimiento de
las diversas situaciones pasivas tributarías, al modo de realización
de la pretensión tributaría o a las modalidades del "acertamiento".
En todo caso la excepcionalidad de estos casos me parece confir-
mada por la peculiaridad de las previsiones normativas. Sólo des-
pués de constatar la excepcionalidad de las hipótesis arriba ilus-
tr~das se puede también compartir la opinión (12) según la cual
m~entras la potestad impositiva es indisponible, la obligación
tributaría no. Es decir, precisa aclarar que en ciertos casos la
ley consiente, dentro de límites precisos y r'igurosos una cierta
disponibilidad d:l de:echo de crédito ya perfecto y exigible, y' que
en ca~os ~davIa mas raros .consiente la elección, de parte del
ente ímpositor, acerca del modo de "acertamiento", es decir,

(12 ) BERIlRI: .• Principii ... " cit., II, p. 89; pero véase COCIVERA- "P' . ...• 10l,
Y A. D. GIANNINI'. . C1nCJpu cit., p.

"1 concetti fontamentali del diritto tributario", p. 123.

del procedimiento aplicativo de la norma en lo que hace
tlcetc8 modalidades de fijación de los hechos que constituyen la
a laS

'e fáctica impositiva. Me parece entonces que puede con-
~1 reconociendo la validez de la opinión tradicional, aunque
c1U1~n resulte oportuno aclarar, a la luz de las más recientes
~festaciones doctrinales, las varias maneras en que puede presen-
rnaru la libertad en la determinación de la actividad administrativa.
~ ello con las consecuencias que se han visto en relación con la
~te~ jurisdiccional y, por ende, con el control de aquella actividad.

Las hipótesis indicadas al final del n. 3 revisten, precisa-
ente en consideración a su contenido, a su previsión, el carácter

de excepcionales en relación con un principio general que se encu~n-
tra confirmado en la formulación d~l ~rtículo 13.de la Ley Orgám.ca
del Registro, según el cual "el Ministro de Finanzas, los funcio-
narios que de él dependen y cualquier otra autoridad pública, no
pueden conceder ninguna disminución de las tarifas o sobretasas
establecidas ... por la ley" bajo pena de responder personalmente
por ello (véase el artículo 8, Ley sobre impuestos sucesorios). Norma
que ha sido ahora entendida'P" en el sentido de que, al sancionar
una responsabilidad personal del agente, estaría reconociendo la
validez de sus actuaciones, e incluso presupondría esa validez. Esta
interpretación no persuade, ya que la leyes explícita al indicar la
prohibición a los agentes de disponer de la potestad impositiva en
lo que atañe a abonos o renuncias. Aunque mal formulada, dicha
horma es la reafirmación de un principio que se obtiene de la
particularidad de los casos en que el Legislador, como se ha visto,
consiente una cierta disponibilidad del poder de imposición, desde
el punto de vista de la posibilidad de dar una disciplina concreta
a ciertos casos singulares, confiriendo así al órgano agente la fa-
cultad de escoger la mejor solución que convenga al interés público,
P8ra que acepte (en ciertos casos) las exigencias del contribuyente,
~ra .que en general aprecie las particula-ridades del caso singular.
to lDdlsponibilidad del poder concreto de imposición no viene, en-
~ postulada sin fundamento en el derecho positivo, el cual
dicha ento se obtiene del complejo de las normas que disciplinan
el .POtestad. Eso lleva a estimar que el artículo 13 (así como

artIculo 8 citado) no puede tomarse como una norma que "facul-

(13) B
ERtlRI: ..Principii ... " cit., II, p. 80, nota 1.



ta" el cumplimiento de actos administrativos de "disposición" <le
la potestad de imposición aún en aquellos casos en que la ley 110
lo prevé pero estableciendo una responsabilidad personal del age11te
para los casos en que aquel acto sea igualmente realizado, con la
consiguiente pérdida para el Erario. Obsérvese que el contribuye11.
te no tendría nunca el derecho de obtener la "disminución" del
tributo aunque ello hubiera sido decidido por la oficina (o incluso
por el propio Ministro, en persona), ni tal pretensión suya sería
tutelable ante el juez. La administración opondría la invalidez del
acto y podría, en mi criterio, exigir al contribuyente el pago de la
parte del tributo renunciada.

"erta línea de conducta, con vista de una determinada inter-u.- Cl'ón de la ley postulada en general en la jurisprudencia.
preUCl

En cambio no sería admisible que una circular introdujera
gatorias expresas a la ley positiva, reconociendo, por ejemplo,

dero exención tributaria. El contribuyente no podría jactarse de
una derecho a la aplicación de aquella regla ilegítima, y la ad-
te?~:tración no quedaría vinculada por ella, aún habiéndola aco-
JIliDl . 1
gido mediante su ClfCU aro

Precisa volver brevemente sobre un punto. Líneas arriba he
IlaJP8dola atención sobre lo dispuesto en el artículo 49 del Regla-
ID6Dtode 23 de mayo de 1924 citado. Cabe preguntarse ahora si
el ente impositor, Y en especial el Estado, no pueda en ningún caso
disponer convencionalmente de su propio poder de imposición, en
BUS relaciones con los particulares. El problema se ha presentado
y se presenta en situaciones variadas, que deben examinarse por
separado. En primer lugar se pregunta si el ente impositor puede
asumir la carga del tributo, o si éste puede ser asumido por el
contrayente privado por virtud de convención privada. Can base
en las disposiciones arriba ilustradas se considera que a dicha pre-
gunta debe darse una respuesta negativa: pero quizás erradamente,
ya que si ambas partes estan sujetas al tributo, un acuerdo pa.ra
la asunción del mismo por el ente impositor no parece que esté en
contraste con los principios generales arriba indicados; principios
que postulan la no renunciabilidad del tributo a fa.vor del ente im-
POSitor,salvo disposición expresa de la ley(D'). Pero si el ente pú-
b1icoque es parte en el contrato está a su vez sometido al tributo,
Do puede excluirse "a priori" la posibilidad de una asunción a
cargo del mismo: es una disposición que adviene en el plano con-
~l y, por lo tanto, es legítima, puesto que no incide sobre el
" o del ente a la percepción del tributo. Pero a veces la ley

dispone sobre la incidencia de la carga tributaria en las relaciones
~vencionales entre el Estado y el particular, excluyendo la validez
':';:uelIos pactos dirigidos a derogar tal disciplina: ocurre así
y 9 el artículo 94 de la Ley de Registro, y según los artículos 8
_ del Decreto presidencial NQ492 de 25 de junio de 1953 sobre

PUesto de timbre. En tales casos la validez de pactos de ese

5. La indisponibilidad absoluta de la potestad de imposición
se encuentra confirmada también en el artículo 49 del Real Decreto
NQ827 de 23 de mayo de 1924, según el cual en los contratos con el
Estado "no se puede convenir la exención de ninguna clase de
impuestos o tasas vigentes en el momento de su estipulación".
Antes bien, se considera delictuoso el comportamiento del oficial
público o del encargado de un servicio público que "a fin de inte-
rrumpir o perturbar la regularidad de los servicios de acertamiento
y recaudación de impuestos directos o indirectos, ordinarios o ex-
traordinarios, rehusa, omite o retarda actos propios de su cargo".
En consecuencia, el ente impositor no puede renunciar al ejercicio
de la potestad de imposición sino cuando la ley lo autoriza. Así
ocurre, por ejemplo, en las hipótesis de "desgravaciones" previstas
para los impuestos territoriales por motivo de "infortunios atmos-
féricos", y así ocurre también cuando se conceden condonaciones.
En cambio no puede la administración disponer, mediante circula-
res o reglamentos, renuncias parciales o totales del crédito de im-
puestos, ni en 'relación con un caso singular ni en vista a una serie
indefinida de casos. Aún queriendo reconocer a las circulares un
contenido reglamentario, no parece posible admitir un tal poder
que está en contraste con la estructura y el contenido típico de la
norma tributaria (14'). Distinto es el caso en que la administración,
por medio de circular, instruya a las oficinas para que no ejerciten
de determinada manera la potestad de imposición, en vista de un
pronunciamiento judicial, por 'ejemplo. En tal caso la administra-
ción se vale de sus propios poderes para prescribir a sus órganos

(1') V
e ;,.~OM~ELLI GRIMALDI: "Invaliditá o validitá di patti contrattuali fra Stato contraente
ea tato rntes¡ a regolare oneri tributari derivanti da un negozio giuridico di diritto privato",

os "Studi on onore di A. D. GfANNINI". p. 746.(14) A D. GrANNINI: "1 concetti ... " cit .• p. 32 Y ss,



género está excluido "ex lege", puesto que los pactos derogatori
de dicha disciplina determinarían en la práctica la asunción pO&, Otparte del ente público, de deberes fiscales de los que está exento
Lo q~~ no se verifica cuando ambas partes contratantes, y por end~
tambIen el Estado, pueden ser sujetos pasivos del tributo.

.Por consíguients salvo en estos últimos casos todo pacto entre
~~e unposItor y contribuyente, en el plano contractual de Derecho
CIvIl o de Derecho civil especial(16') es ilegítimo, cualquiera que sea
su objeto (exenciones, asunciones, reembolsos), aunque la conducta
del estado haya sido ilegítima, verbigracia por no haber dictado
normas de exención a que estaba obligado por virtud de acuerdos
internacionales asumidos con estados extranjeros. Como es sabido
ese fue el caso de las famosas naves "Liberty", sometidas a ders.
cho de licencia no obstante que el Estado italiano se había obligado
con el de los Estados Unidos a revender dichas naves a los arma-
dores italianos libres de todo tributou?". Es también ilegítima la
obligación asumida por el Estado al contratar con un particular,
de hacer promulgar por el Parlamento una norma legislativa de
exención o facilitación (18').

6. Junto a la indisponibilidad y a la irrenunciabilidad de la
potestad de imposición, se ha visto en la imprescriptibilidad (19') otra
de sus características esenciales. Pero también al respecto me pa-

(16) Para los variados aspectos de las relaciones que pueden ligar al Estado con el particular,
y de las obligaeion<s que de ahí derivan, véase M. S. GIANNINI: "L< obbiglazioni .....
cit.. p. 13 y ss.

(17) Véase al respecto la Casación de 30 de setiembre 1955. en "Foro italiano". 1956. l.
p. 1692. donde se encuentran ulteriores remisiones.

(18) ~ERLIRI: "Prineipii ... " cit .• P. 75 Y ss. Ultimament< véase la Casación de 22 de
JulIo d~ 1~65 •. en "Foro it. ", 1966. l. 103. para la cual es nulo <1 pacto POr cuya virtud
el munl.C'.PIO dispone <~ reembolso de la tasa de ocupación de suelo público al encargado
del servicro de distribuciér; de gas; también la de 12 de julio 1965. ibidem, p. 1464; además
la Casación de 29 abril 1959. n. 1260. ibid., l. p. 1494. con nota de GAGLIARDl donde
SO hallan ulterior<s referencias, Ver también A. D. GlANNINI: "Istituzioni .. :" cit .•
p. 79 y nota. 6.

(19) V<r por ejemplo COCIVERA: "Principii ... " cit .• p. 112. para el cual es prescripnblc-
<~ cambio. el no eiercicío de la potestad. que no conlleva Ia pérdida de la potestad
tributaria, Pero en rea lidad la impt<seriptibilidad va referida a la potestad tributaria nor-
mativa •. mientras la pr<seriptibilidad se refiere al ejercicio concreto de la potestad de
ImposICIón. como qui"a que se ej<reíte (en forma de r«tifieaeión de la declaración, de
control de la misma, etc.) , También BERLILIRl: "Principii ... " cit .• p. 334 rdiere
la pr<SCIlpClón a la sola obligación tributaria líquida y exigihle (p. 342). pero no roe
parece que SO plantee <1 problema de la caducidad en el ejercicio de los poderes instru'
m<n~al<s que eorr<sponden al ente impositor. Véas< en cambio A. D. GIANNINI: Istitu'
ZIOnl . .. cit., pág. 293 Y ss.

io entenderse con claridad, para encuadrar dentro
es necesar . lezi

rece qU~gnificadOexacto las numerosas y variadas lOCUCIOnesegis-
de SUSl

IatWaS" id te que la potestad tributaria normativa, como parte
Esev1en , ierta t nde la potestad legislativa, no se ,ext~ngue CIe men e C?

o ~ d 1 tiempo aunque no se ejercite durante un peno-L-Anar.tJ.rsoe , l' .
el u--~ menos largo. Aquella potestad podría aparecer imi-
do JI]ásesde el punto de vista temporal en el caso en qu~ el Estado
tada d rma destinada a durar un cierto lapso de tiempo, pero

"ta una no 1 . ,
eIPl • id que el Estado pueda siempre ejercitada en re acionno ImPl e
eso cierta previsión general.
con una , , ., tá etidoEn cambio el ejercicio del poder de ImP?SICIOnes som I

lidades temporales que varían de un tributo a ot~o. La ter-
a ~ ' da en las distintas leyes de impuestos es sm embargommologta usa . " ti ta bi ," ierta e imprecisa pero se pueden individua zar, m ienmuy mCle, ,., 1

el tributario las instituciones de la prescripcion y am ~po, . d
d id d Faltan disposiciones generales para la materia, e ma-ca UC! a " .. 1

nera que donde calla la ley tributaria es menester remitirse a, os
principios generales, que se pueden hacer deriv~T ,de l~s ,conte~ldos
en las normas de los artículos 2934-2969 del C6dIg~ CIVILASI por
ejemplo los artículos 136 y ss. de la Ley del Regls~ro; 86 de la
Ley de impuestos sobre sucesiones; 45 de la Ley de timbre; 16 del
Decreto Presidencial NQ 121 de 1Qde marzo de 1961 sobre conce-
ciones gubernativas; 44 del Decreto Ley NQ 2 de 9 de marzo de
1940 sobre impuesto de ventas, etc., disciplinan la prescripción, re-
firiéndola no tanto a la inercia en el ejercicio del derecho (como
hace, con fórmula no del todo pacífica, el artículo 2934 del Código
Civil), sino en la mayoría de los casos al ejercicio de la acción
''para reclamar el pago" o "para la consecución" o para la recau-
dación de los impuestos.

En sustancia el Legislador ha advertido que, en estos casos,
el decurso del tiempo incide sobre la potestad pública de pretender
una prestación tributaria correlativa a una situación activa (del
ente) que surge independientemente por el ejercicio previo de la
referida POtestad. A veces la ley tributaria dicta también normas
~ la interrupción y la suspensión de los términos de prescrip-
Ci6n. derogando parcialmente los principios generales (ver, por ejem-

, los artículos 89 y 140 de la Ley de Registro) (2Cf). Es de obser-

) BaauRI: Principii,.," cit.. p. 343 y ss.



var, finalmente, que en algunos casos el verificarse de la prese!,'
ió 1" 1 u l~CI,n imita a amp itud de la potestad impositiva, pero no la et

mina totalmente, de manera que puede ser ejercitada si el su' '
, te de asumi Je~paSIVOpre n e asumir un determmado comportamiento: por eje

plo el uso o la producción de documentos con irregularidades fisca~'
no está consentido, aún transcurrido el término de prescrípej¿ e,
, los mi " 0ll.SI os mismos no VIenen reguralizados conforme a los artículos 13'

Ley de Registro; artículo 116 del Reglamento NQ 10 de 26 de ener8
de 1940 sobre impuesto de ventas(2l'), Y con frecuencia el trans~
curso de los términos de prescripción no torna aplicables las sobre,
tasas,

En otras hipótesis la ley tributaria establece términos dentr
de los cuales el ente impositor debe realizar ciertos actos, so pen~
de caducidad (por ejemplo el artículo 32 del Texto Unico sobre
impuestos directos), Se trata de términos perentorios que irnpo.
nen el mantenimiento de un determinado ritmo al ejercicio de la
potestad de imposición y cuya duración viene establecida en la ley
con referencia a un momento distinto del que se tomaría en consi-
deración según el artículo 2934 del Código Civil. En efecto, no
se toma en consideración el momento de la verificación de la situa-
ción base o del presupuesto del tributo, y menos aún el momento
en que el crédito deviene exigible (según los esquemas en los que
se actualiza la norma de imposición) sino, por ejemplo, el momento
en que la declaración ha sido hecha o debería haberlo sido (ar-
tículo 32 del Texto Unico sobre impuestos directos), En lo que a
l~ prescripción concierne se verifica algo similar, pero si la denun-
CIa no ha sido presentada, el "dies a quo" del término para la
acción de la Hacienda se tiene por fijado (por ejemplo) desde la
apertura de la sucesión (artículo 86 Ley de sucesiones) es decir,
desde el día de la muerte del "de cuius"; o bien, por ejemplo, desde
el día de la inscripción o bien del de cumplimiento del acto (artícu
los 13?, ~38 de Ley de Registro) (22), Las normas que disciplinan la
prescripción y la caducidad son indisponibles de parte del ente
impositor, por las 'razones expuestas en los números precedentes,

(21) BERLIRI: op. cít., p. 336 habla de un deber que se transforma en carga.

(22) GlANNINI: Istituzioni,.. cit., p. 293, pone en evidencia la conexión entre el probleJ!l'
de la naturaleza del llamado acertamiento de la obligación tributaria y el transcurso del
término de prescripción; lo que no hace BERLIRI, op, cit., p. 342, quien sin embalSO
Cita las hipótesis en que la prescripción corre desde un momento anterior al del nacimientO
de la obligación, según su concepción.
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l esencia de la potestad de imposición; razones que
.I._Aena a C'd' "1que 8l1U& di esto en los artículos 2936 Y 2968 del OIgO CIVl,
beIl lo 1SPU ,'" , ' diabSOr trata de situaCIOnes subjetivas típicamente m 1S-

esto que se
pU -bles(H'/·
pont C ndo el ente impositor es el Estado, la potestad, de

:'. ua esponde por regla general a las oficinas establecidas
- nnAIClóncorr , d '
íJ!1y-- l uales se inse-rtan dentro del complejo e organos cuya
por ley, as lCMinistro de Finanzas. Empero no faltan tributos era-
cabeZll es e establecidos Y recaudados por oficinas que dependen
-'_les que son - t' 1
ruu • tintas administraciones del Estado (por ejemplo los ar l~U os
de dis d 1 Ley N9 1089 de 19 de junio de 1939, que confieren
36 y 37 e a li ' , d. te' de Instrucción Pública poderes para la ap icacion eal Minl8 no . 1
la namada "tasa" de exportación de objetos de arte; los artícu os
129 y 131 del Real Decreto NQ 363 d? 30 de enero ~e ~913) o CUy~

dación viene directamente confiada a entes distintos del Es=~como ocurre respecto al "Automobile Club" para los, impues-
tos de circulación de autovehículos, Y 'respecto a !a SocI~a~ de
Autores y Editores para el impuesto sobre espectáculos pu?h~os,
mientras que no puede pasarse en silencio que a veces este u,ltImo
ente puede estar también provisto de poderes de acertamIento,
como por ejemplo en materia de Impuesto a las ventas.

A tales entes no se les puede negar una potestad impositiva
derivada, de vario contenido, que viene conferida por el Estado
mediante convenciones previstas por la ley (ver artículo 4 del De-
CIeto Presidencial NQ 39 de 5 de febrero de 1953, sobre el "Auto-
mobile Club'" artículo 47 del Real decreto NQ 3276 de 30 de di-
ciembre de 1923, y artículo 2 del Real decreto NQ 1589 de 2 de
~~ de 1924, respecto a la "S.I.A,E,"). En efec~, ~:es entes
eJercitan funciones públicas que conciernen a la aplicación de la
~ impositiva y que institucionalmente corresponden al ente
unPG8itor, el cual como se verá conserva la titularidad del crédito
al trib ' ib -uto. Pero al respecto cabe advertir que en el campo tri utano
tal ~itularidad puede aparecer separada del poder de realizar el
Cl6dito ' , ti, ya recibiendo el pago, o mediante la. recaudación coac iva.

88pecto de la función tributaria puede ser, o debe ser coníe-
a otros sujetos provistos de una potestad derivada impositiva,

el exactor y el contratista del impuesto de consumo.

~tra GIANNINI: op. cit, últ., p, 296. Sobre el arto 2938 Y la ~,isp~~i~ilid.d de los
••••L. --'-fA' OS "fa"" AZZARITI.SCARPELLO, en "Commentario al CodlCe civile dirigido por SCIA-

, BRA CA, sub, arto 2968 y 2969.
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Más compleja puede presentarse la distribución del pode
t~ib~ta.rio y del poder de imposició~ entre entes u órganos de en~
distintos, cuando se entra al estudio de los entes locales territoliq.
les. El artículo 37 del Estatuto de Sicilia prevé, por ejemplo, ullq
potestad de recaudación a fav?r de la Región aún para tributos
no acertados por ella, y el artículo 2 del Decreto Ley NQ 507 de
12 de abril de 1948 enuncia en general la atribución, a favor de la
Región, del poder de recaudar directamente las "entradas de Sil

pertenencia", es decir, las indicadas en el artículo 2, segundo apar.
tado. Por el contrario, el artículo 8, segundo apartado, del Esta.
tuto de Cerdeña atribuye a los órganos del Estado el poder de acer,
tamiento y de recaudación de tributos parte de los cuales son de la
Región (ver también los artículos 32 y ss. del Decreto presidencial
NQ250 de 19 de mayo de 1949; 61 y ss. del Decreto presidencial
NQ574 de 30 de junio de 1951; el 3 de la Ley NQ 1179 de 29 \le
noviembre de 1955: ver también el artículo 59 del Estatuto del
Trentino-Alto Adige). Finalmente no faltan normas que prevén o
disciplinan la colaboración entre órganos del Estado y órganos
regionales (artículos 9 del Estatuto de Cerdeña y 13 del Estatuto
del Valle de Aosta).

Puede darse el caso, entonces, del ejercicio de una potestad
de imposición a favor del Estado cuyo beneficiario es, en todo o en
parte, otro ente público territorial, tal como la Región. Esta últi-
ma tendría un derecho de crédito frente al Estado, pero no en
relación con el contribuyente. Está además previsto el caso (artícu-
lo 7 de la Ley NQ1179 de 29 de noviembre de 1955; artículo 35 del
Decreto NQ250 de 9 de mayo de 1949) de que la restitución de los
tributos indebidamente percibidos, o no debidos, o inexigibles, corra
a cargo de la Región en proporción a la cuota a ella debida por el
Erario. Sin embargo no faltan casos en que el Estado es quien
se beneficia del producto de un tributo y, por ende, del ejercicio
de la potestad de imposición de parte de un municipio (com?
ocurre con el llamado derecho de "matadero", sobre el cual véase
el Decreto Ley NQ678 de 3 de mayo de 1948), ni son desconocidos
los casos en que los beneficiarios son, además del Estado, tambiéJl
otros entes públicos, como las Regiones, o incluso otros entes ecO'
nómicos (como ocurre en el- caso del impuesto de "estadía", LeY
NQ174 de 4 de marzo de 1958, artículo 2). Precisa finalmente re'
cordar que la potestad de imposición que pertenece a los entes Sil'

pranacionales aparece destacada del poder de recaudar -el tributo

de la coacción contra los deudores particulares. En
- ..-:..ndo USO 110sentes deben poder dirigirse a los órganos del""""--caso aque .'t:I,I1O gados de realizar su pretensión, SIempre que dicho
':';J.oIdD encar tad
)§It-:- entre ligado convencionalmente a los otros es os
:"'~ ••do se encu . ito (24')P-- f te a la creación de aquel ente nnposi r .

lo re eren
en Esta breve indagación preliminar sobre el concepto de

8d d imposición prescinde del examen de los modos en que
potestatesta~ se ejerce en concreto para la actuaci?n d~ la nor~
tal po. C· rtamente la norma se concreta segun diversos mo-

'botana. le, . " . "tr1 A' se ha hablado de tributos "con" Y de tributos sin
.L.1OS SI, . (26) d bli . n
QUA "'ó (21) o con o sin acertamiento previo ; e o gacio es
~_poslCln , d . . t ti (2f) ••••• .' "ex lege" o que derivan del acto a mmis ra IVO ,se
iDlWW\Attivas . , ib

1"'- to de relieve el significado de la declaración del contn u-
ha :~ando se da (2&'). En otras palabras, se ha negado que. el fe-
yeB , d la imposición pueda asumir aspectos concretos diíeren-
n6JDeDo e . 1 .

la misma previsión legislativa. Es menester ale~ar a premI~,
::"psicológica" antes que científica, de que el tributo sea apli-
cado, o de que la prestación sea "pretendida", ~ todos los, ~s~,
a través del mismo mecanismo. El derecho poSItIVOnos ~tá indi-
caDdo que la realidad normativa va precisamente en sentido con-
irario, y en otro lugar cuento con analizar estos variado~ es~uemas
legislativos típicos de los instrumentos de la ~~ncr:tIzaCI?n del
dmecho que tiene el ente impositor a la prestación tnbutana.

Si entonces tenemos que, por un lado, precisa distinguir la
potestad normativa tributaria de la potestad de imposición, por
otro lado precisa también distinguir de ésta el derecho de crédito
que pertenece al sujeto activo frente al contribuyente. Derecho
que presupone el nacimiento de una concreta responsabilidad a cargo
del contribuyente y por ende la realizabilidad, en caso de incumpli-
tniento de la obligación de pagar el tributo, de los medios de tutela
coactiva administrativa y jurisdiccional. Responsabilidad que falta
CUandoel ente opositor no tiene el poder de pretender la prestación,
alÍn sin o contra la voluntad del deudor, si es necesario. Antes de este
~ento, es decir antes de nacer el derecho de crédito pueden exis-
tir, de un lado la potestad de imposición, y del otro obligaciones y

(24)
(2')
(26)u,)

)

ver mis ob - - 1- •• it VV servaclOnes en "Problerni attua 1 •• , CI., O. •
Aer ALLORIO: "Diritto processuale tributario", p. 65 Y SS., Y 555 Y ss.
•• D. GIANNINI: "1 concetti ..• " cit., p. 275 Y SS.Vt. S. GIANNINI:: "Le obbligaziooi ••. " cit., p. 66 Y ss.

se AlLORIO: op. cit., p. 333.



deberes cuya violación puede conducir a deberes o responsabilidads,
de variado origen y, por ende, aún penales, pero que para concretara
necesitan del ejercicio de la potestad impositiva, bajo la forma d:
control de los actos realizados por el contribuyente que sea inculll_
plidor de .los deberes impuestos a cargo suyo, o que haya cumplido
de modo mcompleto. Por otra parte la potestad impositiva se ejer.
cita también mediante el control y por 10 tanto mediante la homo.
logación de, por ejemplo, lo declarado en relación con determinado
tributo. Antes bien, en este caso el fenómeno se complica más por.
que puede hacerse necesario, para actualizar la realización del dere.
cho de crédito frente al contribuyente, crear un título ejecutivo
especial que dé entrada, en caso de incumplimiento, a una forma
particular de "executio parata" (rol de impuestos). Lo que es más:
hasta que el título no sea creado no existe para el contribuyente la
posibilidad de dirigirse a la autoridad judicial ordinaria (por ejem.
plo, respecto a los tributos directos).

y no es suficiente observar que tal acto es meramente veri-
ficativo del contenido de una obligación, ya antes y de otro modo
determinada, para restar su valor a este momento de la creación
del título ejecutivo (ver también el punto en relación con el "mo-
nitorio fiscal" propio de los impuestos indirectos). Aparte los casos
ya recordados (n. 3 letra "e": poder discrecional en la inscripción
en el rol), la atribución de ejecutoriedad a la pretensión del fisco
mediante el conferimiento, a favor de dicha pretensión, de una
"vis" que por 10 general no se encuentra atribuida a las pretensio-
nes de las partes privadas si no es por virtud de la intervención del
juez o en los casos específicamente admitidos por la ley (como
ocurre en el caso de los títulos ejecutivos cambiarios) es indicativa
del ejercicio de una potestad administrativa, de una orden de la
administración sustraída al previo control del juez. Sé bien que
el concepto de "orden" es muy discutido, y que en esta materia ha
venido siendo ligado a la "constitutividad" del acertamiento'F":
Pero también éste constituye un plano conceptual que debe revi-
sarse atentamente, y al que precisa acercarse con gran cautela. Si
la ley prevé un acto administrativo de ese género no puede negarse
que el mismo despliegue ciertos efectos, y éstos, en la especie, re-
sultan demasiado importantes y vistosos, aún en el caso de que
no se quieran asociar a la constitución de la deuda impositiva.

(29) A. D. GIANNIN[: "[ concetti .• ." cit., p. 274 r ss.

d
este punto lo que importa es hacer nbservar que

Llega os a , 1d d imposición se puede expresar a traves de una p u-
ts pOtesta : multiplicidad de actos, los cuales bien pueden co-
ralidad y un d'stintos momentos del "iter" de concretización del

nder a I id 1rresP' d 1 nte impositor al tributo. Probablemente ha SI o e
derechO e \usión óptica la tendencia a referir todo el fenómeno

to de una I bli ., tribfru 'ento al momento constitutivo de la o igacion rr u-
d 1 acertaml "d 1 rtee y 010 se sabe esto ha SIdo reconocí o, a menos en pa ,

. cO' d itidtarJ8· 't' má s consciente cuando por ejemplo se ha a rm I o
la doc rma ' . rJ Ppor " onstitutivo" de la declaración del contnbuyente(3 ). ero

el valor e medida se da el fenómeno de la imposición siempre
n no menor ' . '6e tá ante el ejercicio de una potestad de lmposlCI n que,

que se es .,
tal no precisa asumir la forma de una actuaclOn prece-

para ser , . to .
te al cumplimiento de la prestación de parte del sUJe, paslv~.

~~ realidad dicha prestación del particulaT puede v~r su~esl-

te a la orden que emana directamente de la ley, sm necesidad
vaIDen d .. t ti vezd e entre una y otra medien actos a mmis ra IVOS;y a su
~~én estos actos administrativos pueden configuraT aquella for~a
de ejercicio de la potestad impositiva que corresponde al ente pu-
blico en su tarea de controlar el cumplimiento espontáneo efectuado

por el contribuyente.

()el)
A1LOltIO: Op cit. p. ~3~ .., .S.


